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LEGITIMACIÓN EN ACCIÓN DE REVISIÓN/ Falta de recursos económicos para pagar honorarios a profesional del derecho no es excusa para que el procesado acuda directamente a la acción de revisión, en tanto puede solicitar la asesoría de un abogado de oficio de la Defensoría del Pueblo
“(…) el señor Alberto David Farley Espinosa Parra decidió radicar la presente acción de revisión de manera directa, sin contar con el asesoramiento de un apoderado judicial, ni haberle otorgado el respectivo para tal actuación, pese a tener a su alcance los medios para contar con el acompañamiento de un abogado de la Defensoría Pública, pues se repite, los profesionales que tienen vínculo contractual con la Defensoría del Pueblo constantemente visitan los centros penitenciarios y están prestos a brindar el acompañamiento jurídico que requieren las personas privadas de su libertad, o en caso de no poder establecer contacto con algún abogado de esa entidad, la oficina jurídica realiza la solicitud en tal sentido, previo requerimiento del titular del derecho (…) situación que no puede ser subsanada en este estado de las diligencias, ya que como se advirtió, el escrito introductorio debe ser presentado por un profesional del derecho y no por quien considera afectado con una decisión judicial que se encuentra en firme, lo que lleva a no reponer la decisión recurrida.”
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1. ANTECEDENTES

Se pronuncia la Sala sobre el recurso de reposición interpuesto por el señor Alberto David Farley Espinosa Parra, en contra del auto del 19 de febrero de 2016 mediante el cual esta Sala inadmitió la acción de revisión interpuesta en contra de la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, de fecha 3 de marzo de 2014, dentro del proceso radicado con el Nro. 66170 60 00 066 2014 00771, que por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes se adelantó en contra del actor. 
2. ARGUMENTOS DEL RECURSO 

2.1 El señor Espinosa Parra presentó recurso de reposición frente a la determinación expedida por esta Corporación el pasado 19 de febrero antes referido.
Los motivos de inconformidad del recurrente son las siguientes:

· Desde que fue sentenciado no ha tenido el acompañamiento ni la asesoría de una persona con los conocimientos especializados para la adecuada gestión de sus intereses. 

· Si bien es cierto la acción de revisión debe ser presentada por un abogado como formalidad para procurar el derecho al debido proceso, también lo es que de conformidad con la doctrina penal la defensa material le corresponde ejercerla al procesado, y la defensa técnica o profesional debe efectuarla un abogado titulado. 
· Dijo que no cuenta con los servicios profesionales de un abogado particular o de oficio, ya que no tiene los recursos económicos para asumir los honorarios del primero; y que desde el momento en que fue sentenciado perdió todo contacto con su defensor público. 
· Aseguró que se encuentra en circunstancias de “desigualdad  manifiesta”, ya que debido a sus condiciones económicas y sociales no tiene los medios para proveer por la defensa de sus derechos. 
· En el presente asunto es obligación del Estado suministrarle un abogado de oficio, pues su situación jurídica no ha sido resuelta de manera definitiva, y por ello ha puesto en marcha un órgano jurisdiccional a través de la acción de revisión a fin de que su derecho no sea limitado. 

· Manifestó que “comisionaba” a esta Corporación para que se realizara la gestión respectiva ante el Sistema Nacional de Defensoría Pública de Risaralda, con el fin de que le asigne un profesional público que avale y acredite la presentación del escrito de la acción de revisión allegado. 
2. DECISIÓN 

2.1 Tal y como se dijo en el auto objeto del recurso, el artículo 193 de la Ley 906 de 2004 establece que el fiscal, el Delegado del Ministerio Público y el defensor podrán presentar de manera directa acción de revisión. Los demás sujetos procesales que estén interviniendo en la causa y les asista interés jurídico, también podrán interponer dicha acción, siempre y cuando le hayan otorgado poder especial a un profesional del derecho para tal efecto. 
La norma en cita permite inferir que en el caso objeto de estudio la acción de revisión incoada debía ser presentada a través de un abogado que previamente hubiera designado por el señor Alberto David Farley Espinosa Parra, bien fuera de manera particular o a través del Sistema de Defensoría Pública de la Defensoría del Pueblo, caso en el cual el actor debe solicitar en el establecimiento carcelario en el que se encuentra recluido una asesoría por parte de alguno de los defensores públicos que constantemente visitan el centro de reclusión de Santa Rosa de Cabal, o haber requerido la comparecencia de alguno de aquellos profesionales a través de la oficina jurídica del centro carcelario, o a través de un derecho de petición elevado de manera directa a la Defensoría del Pueblo.  
2.2 Sobre el tema de la legitimación para la formulación de la acción de revisión, la Corte Suprema de Justicia recientemente ha indicado lo siguiente: 
2. Atendiendo la especial naturaleza que caracteriza la acción de revisión, la doctrina de la Sala ha venido exigiendo que quien concurra debe tener la condición de abogado.
2.1 En efecto, en auto de 20 de agosto de 2002, radicado 18.807, señaló la Corte que de conformidad con el artículo 221 del Código de Procedimiento Penal, el sentenciado se encuentra facultado para promover la acción de revisión contra un fallo desfavorable a sus intereses, no obstante, si carece de la calidad de abogado titulado legalmente autorizado para ejercer la profesión, no estaría legitimado para presentar la demanda, ya que el artículo 127 del mismo estatuto procesal dispone que “para los fines de su defensa el sindicado deberá contar con la asistencia de un abogado escogido por él o de oficio”.

La razón de ser de esta restricción, en términos de la Corporación, radica en que:

“(…) la acción de revisión corresponde a una actividad posterior a la culminación del proceso, que comprende la elaboración del libelo según precisos requisitos formales, la invocación de concretas causales legales, el correcto señalamiento de los fundamentos jurídicos y fácticos, la relación de las pruebas que se aportan para demostrar los hechos básicos de la petición, y una adecuada sustentación compatible con la naturaleza de la causal que se invoca, todo lo cual es, evidentemente, materia de especiales conocimientos jurídicos, como igual se exige en casación (art. 209 del Código de procedimiento penal), pues el hecho de no haberse contemplado expresamente para la revisión, como sí lo estaba en el Decreto 2700 de 1991 (art. 233), no puede entenderse que dicha exigencia hubiere dejado de regir, ya que a estos efectos el inciso último del artículo 127 del estatuto procesal establece que “En todo caso si el sindicado fuere abogado titulado y estuviere autorizado legalmente para ejercer la profesión, podrá de manera expresa aceptar y ejercer su propia defensa sin necesidad de apoderado”, significando, entonces, contrario sensu, que en caso de no contar con dicha calidad, siempre deberá estar asistido por quien sí la tenga.”

2.2 Posteriormente, en el AP de 25 de septiembre de 2006, radicado 23.026, la Sala se pronunció concretamente sobre la legitimidad del procesado, no abogado, para impugnar directamente el auto que inadmite la demanda de revisión, señalando que si bien el artículo 221 del Código de Procedimiento Penal -Ley 600 de 2000- establece que la acción de revisión puede ser promovida por cualquiera de los sujetos procesales que tengan interés jurídico y hayan sido legalmente reconocidos dentro de la actuación procesal, esta clase de actuaciones “(…) está reservado a un profesional del derecho”.

Para sustentar esta postura, indicó la Sala:

“Si bien el artículo 229 de la Constitución Política garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia, deja en manos del legislador la facultad de señalar en qué casos puede hacerlo sin la representación de abogado. No siempre se puede concurrir al proceso de manera personal, directa e independientemente, aunque se tenga la calidad de sujeto de la relación jurídico-procesal, pues existen eventos en los que se requiere de los representantes judiciales o apoderados para hacerlo, siendo uno de éstos casos el trámite inherente a la acción de revisión.

En efecto, la acción de revisión no es una nueva instancia sino un procedimiento de excepción; no es la continuación del proceso ya fenecido con la res iudicata, sino que es, en rigor jurídico, como en añejo pronunciamiento lo dijera la Corte, un proceso extraordinario sobre el proceso mismo, razón por la cual el derecho de postulación debe ejercerse por medio de abogado titulado, como quiera que “se trata de una actividad posterior a la culminación del proceso, que comprende la elaboración del libelo según precisos requisitos formales, la invocación de concretas causales legales, el correcto señalamiento de los fundamentos jurídicos y fácticos, la relación de las pruebas que se aportan para demostrar los hechos básicos de la petición, y una adecuada sustentación compatible con la naturaleza de la causal que se invoca, todo lo cual es, evidentemente, materia de especiales conocimientos jurídicos.”

Aquí, el ius postulandi entraña un recorte al derecho de autorepresentación, no en lo concerniente a su capacidad procesal, puesto que el condenado siempre tendrá interés sustancial para controvertir el fallo que le es desfavorable -legitimación pasiva-, sino respecto a su idoneidad técnica para actuar por sí mismo con la debida destreza, por lo que su representación ha sido encomendada por la ley a expertos en las disciplinas jurídicas.

Por consiguiente, si por las circunstancias dichas para la confección y presentación de la demanda de revisión se precisa de defensor letrado con poder especial para actuar, en éste, con más veras, radicará también la facultad de impugnar a través del recurso de reposición el auto por cuyo medio se inadmite el libelo, acto de postulación reservado a un abogado titulado precisamente por el carácter eminentemente técnico y rogado que el instrumento ostenta
.

2.3 Recientemente, en el AP de 10 de diciembre de 2014, radicado 44.782, la Sala reiteró la tesis plasmada en la providencia anterior, recalcando la necesidad de que quien promueva la reposición del auto que inadmite la demanda de revisión tenga la condición de abogado titulado, exigencia que expresamente prevé el artículo 193 de la Ley 906 de 2004.
La norma en cita dispone lo siguiente:

“Art. 193. Legitimación. La acción de revisión podrá ser promovida por el fiscal, el Ministerio Público, el defensor y demás intervinientes, siempre que ostenten interés jurídico y hayan sido legalmente reconocidos dentro de la actuación materia de revisión. Estos últimos podrán hacerlo directamente si fueren abogados en ejercicio. En los demás casos se requerirá poder especial para el efecto”. (Subrayado fuera del texto original).

Como se indicó en el resumen de la actuación procesal, en el caso sub exámine, quien impugnó la decisión inadmisoria de la demanda de revisión fue el sentenciado FERNANDO RAÚL CÁRDENAS SCHENEMANN, quien carece de la condición de abogado, y respecto de la cual nada se acreditó dentro de la actuación, razón suficiente para que la Sala rechace el recurso de reposición interpuesto acorde con los precedentes señalados.”
2.4 En el caso objeto de estudio el señor Alberto David Farley Espinosa Parra decidió radicar la presente acción de revisión de manera directa, sin contar con el asesoramiento de un apoderado judicial, ni haberle otorgado el respectivo para tal actuación, pese a tener a su alcance los medios para contar con el acompañamiento de un abogado de la Defensoría Pública, pues se repite, los profesionales que tienen vínculo contractual con la Defensoría del Pueblo constantemente visitan los centros penitenciarios y están prestos a brindar el acompañamiento jurídico que requieren las personas privadas de su libertad, o en caso de no poder establecer contacto con algún abogado de esa entidad, la oficina jurídica  realiza la solicitud en tal sentido, previo requerimiento del titular del derecho. Sin embargo, el este asunto el accionante omitió un requisito  esencial a la hora de formular la acción de revisión como lo es el otorgamiento de un poder especial a un abogado para que actuara dentro del trámite de la referencia, situación que no puede ser subsanada en este estado de las diligencias, ya que como se advirtió, el escrito introductorio debe ser presentado por un profesional del derecho y no por quien considera afectado con una decisión judicial que se encuentra en firme, lo que lleva a no reponer la decisión recurrida.  
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO: NO REPONER el proveído mediante el cual se inadmitió la demanda de revisión presentada por el señor Alberto David Darkey Espinosa Parra. 
SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
�  Auto del 31 de agosto de 2005.  Radicación 23189.
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